PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados solicita al Poder Ejecutivo que difunda masivamente la creación del registro de deudores de vivienda única establecido por el decreto Nº 2756/05. Asimismo insta a que se implemente en las localidades del interior de nuestra provincia un mecanismo que facilite el registro de los deudores evitando su traslado a otras ciudades y requiere la extensión del plazo de confección del mismo. 

Sr. Presidente:



El 18 de noviembre del año pasado se publicó en el Boletín Oficial de la Provincia el decreto Nº 2756 mediante el cual se crea el “Registro de Deudores en proceso de ejecución, cuyo objeto de subasta sea la vivienda única, familiar y de ocupación permanente del deudor y su familia”. 




Desde ese momento y hasta la fecha ha habido muy poca publicidad que difunda la creación de este registro y, por lo tanto, hay gran cantidad de deudores que no se han inscripto por desconocimiento.




Hasta ahora la única forma en que esta información llegó a conocimiento de los deudores es a través de algunos medios de prensa (por medio de notas periodísticas que se dieron en su momento como cualquier otra noticia) o por medio de gacetillas que las mismas organizaciones se han ocupado de gestionar. Pero consideramos que esto es insuficiente porque deja a este "censo oficial" sin una de sus principales características: justamente la de ser oficial y estar acompañada, precisamente, por la fuerza que una masiva difusión por parte de los estamentos gubernamentales podría brindarle. 

 


Este desconocimiento también alcanza a los municipios y comunas del interior de nuestra provincia, por lo que, cuando el deudor se acerca para poder registrarse, el organismo no cuenta ni con la información ni con los formularios correspondientes. Por lo tanto, deben solicitarlos a la Secretaría de Municipios y Comunas, que a su vez lo pide a la Secretaría de Estado de Promoción Comunitaria. Cuando el formulario finalmente llega, en varias ocasiones no permiten que el deudor se registre porque el monto actual que se le reclama en el expediente supera los $60.000 cuando el decreto habla de deuda original, lo que demuestra el desconocimiento por parte de las autoridades y/o empleados de estas localidades. En otros casos no han dejado anotar a personas que no tenían sentencia de remate. De este modo, se registraron una serie de irregularidades que lleva a los habitantes de las distintas localidades del interior a llamar a las organizaciones para asesorarse. 

 


Consideramos que así planteado el censo está destinado al fracaso, a que a su fecha de finalización se establezca que el número de deudores es inferior al real. Es por esto que pedimos que el gobierno realice una importante campaña de difusión, que se envíen de oficio a TODAS las localidades los formularios y la explicación de cómo funciona el registro y que se prorrogue el plazo del mismo porque de todas maneras la ley de suspensión de las ejecuciones se extiende hasta noviembre de este año.




Por todo lo expuesto es que solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto de comunicación. 

